Expediente AR-51/2012
LAUDO  que dicta el Árbitro D. José Francisco Duchel Rubio en el procedimiento de arbitraje en derecho promovido por D. XXXXX contra la entidad mercantil “XXXXX”, sobre impugnación de acuerdo adoptado en la Asamblea General de fecha 16 junio de 2012.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: Con fecha 13 de julio de 2012 se dirigió al Consejo Regional  de Economía Social de Castilla-La Mancha solicitud de arbitraje suscrita por D. XXXXX en la que reclamaba la impugnación del acuerdo adoptado en la Asamblea General de fecha 16 de junio de 2012, por el que se ratificaba uno anterior del Consejo Rector de la entidad cooperativa “XXXXX”, adoptado el 14 octubre de 2011, aprobatorio de la liquidación de las aportaciones como consecuencia de la baja del demandante como socio de la entidad. 
SEGUNDO: Una vez admitida a trámite la demanda, se dio traslado de la misma a la cooperativa afectada, procediendo a su contestación con fecha 28 de septiembre de 2012, en tiempo y forma, mediante escrito en el que se recogían las alegaciones que a su derecho convenían. 
TERCERO: Las partes interesadas en el presente procedimiento fueron convocadas para celebrar el 10 de abril de 2013 la comparecencia prevista en el artículo 22.2 de Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa. 

Compareció el demandante personalmente, otorgando representación en ese momento a D. XXXXX, Letrado adscrito al Ilustre Colegio de Abogados de Albacete con el número XXX; por parte de la cooperativa compareció el Letrado D. XXXXX, quien aportó poder para pleitos concedido por la entidad demandada, autorizado por el notario de Cuenca, XXXXX Martín, con el número XXX de su protocolo. 
En la referida comparecencia la parte demandante procedió a ratificar íntegramente el contenido de la solicitud de arbitraje, aportando además nota instructa que se incorporó al expediente arbitral y de la que, asimismo, se dio traslado a la parte contraria. En síntesis, el objeto de la cuestión litigiosa quedó fijado, en primer lugar, en la solicitud de nulidad de la Asamblea General celebrada el 16 de junio de 2012 por infracción de las normas establecidas para su constitución, funcionamiento y aprobación del acta y, en segundo lugar, en la impugnación de la Resolución del Consejo Rector de 24 de octubre de 2011 por la que se aprobaba la liquidación y reembolso de sus participaciones al capital social.

Por parte de la cooperativa se procedió igualmente ratificar de forma íntegra el contenido del escrito de contestación aportado, oponiéndose a los defectos alegados de contrario en relación con la Asamblea de 16 de junio al afirmar que en el Acta de la misma se hizo constar la lista de socios asistentes, que se inició con un número de socios que cubría el mínimo legalmente establecido y que en la aprobación del Acta se cumplieron los requisitos legales; asimismo reiteró que era ajustada a derecho la liquidación de aportaciones objeto de impugnación.  

Abierta la fase de proposición de prueba, se admitieron para su práctica las que así constan en el expediente -todas ellas de carácter documental-, con el resultado que asimismo figura en el mismo. Por otra parte, habiendo acordado las partes la realización por escrito del preceptivo trámite de conclusiones, y habiéndolo considerado asimismo oportuno el árbitro que suscribe en virtud de las facultades que le confiere el artículo 26 del Decreto 72/2006, se les requirió mediante sendas notificaciones de fecha 23 de mayo de 2013 el cumplimiento del referido trámite, llevándose a efecto con la presentación con fechas 14 y 18 de junio de 2013 por parte del solicitante de arbitraje y de la cooperativa de sus respectivos escritos. 

En las referidas conclusiones, el demandante insistió en la existencia de determinados defectos formales en la Asamblea de 16 de junio de 2012 que, por su trascendencia, deberían acarrear la nulidad de todo lo acordado en la misma, defectos referidos a la ausencia en el Acta de la relación de asistentes y de los socios representados, así como referidos también a la forma de su aprobación, añadiendo también la existencia de vicios formales en relación con el contenido del acta del Consejo Rector en el que se aprobó la liquidación de las aportaciones; respecto del fondo del asunto se señaló la falta de justificación detallada del acuerdo de liquidación y, además, que se aplicaron deducciones no ajustadas a derecho. Por su parte, la entidad cooperativa manifestó en el preceptivo trámite de conclusiones la inexistencia de los defectos formales alegados de contrario y, respecto del fondo del asunto, defendió la conformidad legal de todas las cantidades recogidas en la liquidación impugnada.   
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO: El presente procedimiento arbitral se encuadra dentro de la previsión del artículo 167 de la Ley 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, que establece esta solución para los conflictos que surjan entre los socios y la cooperativa a la que pertenezcan.


Más concretamente, el Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, reconoce en su artículo 3.1.a) legitimación activa para intervenir en procedimientos arbitrales a quienes estén en posesión de la condición de socio de una cooperativa o sociedad laboral castellano-manchega, tal y como sucede en el presente caso.

Por último, la Disposición Final de los estatutos de la entidad cooperativa que nos ocupa somete a mediación, arbitraje y conciliación las discrepancias o controversias que puedan surgir entre los socios y la propia cooperativa. 
SEGUNDO: Del análisis de los antecedentes de hecho del presente Laudo puede afirmarse que la controversia gira en torno a la discrepancia existente entre el solicitante de arbitraje y la entidad cooperativa demandada en relación con el importe reflejado en la liquidación y reembolso de las participaciones al capital social como consecuencia de su baja como socio. No obstante, siguiendo el orden de motivos de impugnación recogidos en la demanda, es preciso comenzar analizando los defectos formales en los que, según el solicitante de arbitraje, incurre la Asamblea General de 16 de junio de 2012, la cual ratifica la decisión del Consejo Rector de desestimar el recurso previamente interpuesto contra la liquidación de aportaciones. En cualquier caso, con carácter previo, se estima oportuno efectuar una serie de aclaraciones o matizaciones: la Ley de Cooperativas no prevé en precepto alguno la posibilidad de impugnar, como tal, una Asamblea General o una reunión del Consejo Rector. Si se examinan los preceptos de estas acciones impugnatorias, concretamente los artículos 54 y 68, en los mismos lo que se regula es la impugnación de acuerdos "de la asamblea general" (art. 54) o acuerdos "del Consejo Rector" (art. 68), exclusivamente. No obstante, es cierto que la infracción legal o estatutaria que se alegue puede producirse respecto de las normas que regulan la convocatoria, constitución o celebración de las asambleas o de las reuniones de los consejos rectores; incluso en estos casos también puede ocurrir que, o bien se trate de un motivo de nulidad o anulabilidad que afecte exclusivamente a determinados acuerdos (por ejemplo, infracción del derecho de información respecto de un determinado punto del orden del día), supuesto en el que los demás acuerdos aprobados en la Asamblea que no estén relacionados con esa infracción legal o estatutaria no están afectados por el motivo de nulidad, o bien que la infracción legal o estatutaria de las normas reguladoras de la convocatoria, constitución o celebración de la Asamblea General o de la reunión del Consejo Rector afecte de forma general a la totalidad de los acuerdos adoptados por estar viciada de raíz la propia celebración de la Asamblea o del Consejo (así ocurre, por ejemplo, cuando la convocatoria no se ha publicado con los medios y con los plazos de antelación exigidos en la ley). En cualquier caso se trata siempre de defectos extrínsecos, que afectan a la validez del acuerdo no por su contenido, sino por las circunstancias en que tal acuerdo ha sido adoptado. Es en estos supuestos de vicios en la convocatoria, constitución o celebración de la Asamblea General cuando se habla de su nulidad pero, en realidad, lo que es nulo o anulable, es decir, lo que la ley prevé que puede impugnarse no es "la Asamblea" o "el Consejo Rector" -ni siquiera la "convocatoria"- sino los acuerdos adoptados en tal asamblea o consejo a los que se refiere la convocatoria realizada sin observar las exigencias legales o estatutarias. Por tanto, lo que se pretende al alegar los defectos formales vistos anteriormente es que se declare la nulidad de la totalidad de los acuerdos sociales adoptados en la Asamblea General de la cooperativa celebrada el 16 de junio de 2012 por vicios en su constitución, los cuales podrían suponer –en opinión de quien los denuncia- vulneraciones de las ley y de los estatutos sociales.
Dejado sentado lo anterior conviene señalar que, a la hora de proceder a la fiscalización de los requisitos que deben concurrir en la convocatoria, constitución o celebración de la Asamblea, se ha de proceder en la medida de lo posible con la debida ponderación, con objeto de no privar de efectos a los acuerdos o decisiones adoptados por aquélla que no se vean afectados por los vicios alegados, evitando así dificultar el propio funcionamiento de la entidad, todo ello sin perjuicio de dejar al margen aquellos supuestos en los que los defectos sean realmente de tal magnitud que los acuerdos carezcan de validez por las circunstancias que concurrieron en su adopción, tal y como se ha indicado en el párrafo precedente. 

Teniendo en  cuenta esto último, se ponen de manifiesto en el escrito que dio comienzo al presente procedimiento y en el posterior de conclusiones distintos defectos formales, literalmente los siguientes: que “con carácter previo al inicio de la asamblea no se confeccionó la lista de asistentes, ni tampoco se examinaron las representaciones de los socios”; que “se vulneró el contenido del artículo 52.3 de la Ley de Cooperativas de 2010 en cuanto a la aprobación del acta de la asamblea”; por último, que no se hizo constar en el acta de la reunión del Consejo Rector que aprobó la liquidación de las aportaciones del socio el contenido de ésta. Respecto del primer grupo de defectos alegados se constata, a la vista de la documentación aportada como prueba al expediente arbitral, que la referida relación de asistentes no sólo existe en realidad, sino que en la misma figuran las firmas de los que, habiendo sido convocados previamente, asistieron de forma efectiva a la Asamblea. Por otra parte, también hay que destacar que se acompaña –en contra de lo afirmado por la parte demandante- las representaciones otorgadas por los socios que no pudieron asistir a la Asamblea, estando todas ellas perfectamente documentadas en el expediente. Existiendo, por tanto, este material probatorio, no puede considerarse que la existencia de un escrito –concretamente el nº 7 de los aportados por la cooperativa en fase de prueba – en el que consta la negativa de D. XXXXX a firmar el acta por la inexistencia de estos documentos pueda desvirtuar lo que de forma material consta en el expediente, mucho más si no se dispone de la ratificación del contenido del referido escrito por su autor. Pero es que, además, existe otro obstáculo que impide la declaración de nulidad por estos motivos de los acuerdos adoptados: el solicitante de arbitraje pudo asistir a la Asamblea que nos ocupa, estando debidamente citado para ello, y sin embargo no lo hizo, siendo ese el momento en el que se debían haber hecho por su parte las objeciones relativas a la ausencia de confección de la lista de asistentes. En este sentido hay que tener en cuenta que, cuando las infracciones legales que sustentan una acción de impugnación de acuerdos sociales se refieren a las normas que regulan la constitución o celebración de una Asamblea General, en aras del respeto al principio de buena fe, es exigible que hayan sido manifestadas en el momento de constitución de la Asamblea o, de referirse a la infracción de algún extremo ocurrido durante su celebración, que lo manifieste cuando la infracción efectivamente se cometió. En el supuesto que nos ocupa tal manifestación no se produjo por causas imputables al interesado (fundamentalmente por su  injustificada falta de asistencia a la Asamblea) por lo que sería contrario a la buena fe pretender con posterioridad obtener la nulidad de todos los acuerdos sociales adoptados en base a los vicios alegados.
En consecuencia, teniendo en cuenta la necesaria ponderación antes apuntada de los posibles defectos formales que pudieran existir y la entidad de los mismos, puede concluirse que no existe motivo suficiente que justifique la declaración de nulidad de la convocatoria, constitución o celebración de la Asamblea que nos ocupa, no pudiéndose estimar el primer grupo de defectos alegados. 
TERCERO: En relación con la vulneración del artículo 52.3 de la Ley de Cooperativas, y con independencia de que su alegación debe correr necesariamente la misma suerte que los defectos estudiados anteriormente, merece un estudio diferenciado. Si bien es cierto que el Acta de la Asamblea, según lo establecido en el artículo citado anteriormente, debe ser aprobada como último punto del orden del día, el referido precepto prevé asimismo la posibilidad de que dicha aprobación pueda ser aplazada con la sola petición de la presidencia, regulando el párrafo siguiente los requisitos que deben concurrir en esa aprobación demorada, coincidentes con los que finalmente adoptó la cooperativa en el presente caso y que son los que de forma detallada regula el artículo 30 de los estatutos sociales. Por tanto, tampoco se puede hablar bajo ningún concepto de un defecto invalidante o que pudiera conllevar la anulación de la Asamblea que nos ocupa.

En este sentido no es posible compartir el criterio de la parte solicitante de arbitraje respecto del cual la aprobación del acta de la Asamblea de forma diferida invalida la misma, pasando a convertirse dicho requisito en un trámite esencial. El procedimiento regulado en el artículo 52.3 de la Ley no tiene como finalidad dar validez a la Asamblea ni a los acuerdos adoptados en su seno, sino que se trata de una simple garantía de autenticidad de lo allí acontecido. De tal forma, sólo podría afectar a su validez si existieran dudas razonables o pruebas suficientes que llevasen al convencimiento de la verosimilitud de poder pensar que lo reflejado en el acta no coincide con lo que realmente sucedió en la Asamblea. Pero en el presente caso, tanto del escrito de demanda como del resto de documentos que lo acompañan no se plantean dudas sobre lo realmente acontecido en la Asamblea, sino que esa alegación no parece tener otro alcance que el posible incumplimiento de un requisito de forma relativo a la aprobación del acta, el cual -por lo visto hasta ahora- carece de trascendencia material alguna en el presente caso. 

En resumen, tampoco pueden estimarse las alegaciones en este sentido.   
CUARTO: Por último, respecto del defecto alegado en relación con el contenido del acta del acuerdo del Consejo Rector por no ser reflejo exacto de lo allí acontecido, también debe correr la misma suerte que los anteriores. La redacción de las actas de las reuniones del Consejo Rector no es para la vigente Ley de Cooperativas –en opinión del árbitro que suscribe el presente Laudo- un requisito de validez de los acuerdos en ellas adoptados, es decir, no es una forma “ad solemnitaten” cuya inexistencia o inexactitud afecte a la validez de los mismos, sino que simplemente cumple funciones de constancia documental, de prueba. No es, en consecuencia, requisito ineludible la exigencia de exhaustividad en su redacción ni es obligatorio consignar el contenido literal de los acuerdos adoptados, bastando con una clara y precisa referencia a los mismos que sirva para identificarlos correctamente, siendo admisible una breve y somera referencia a su contenido y al resultado de las deliberaciones. 

En consecuencia,  tampoco pueden estimarse los defectos alegados. 
 
QUINTO: Procede en este momento entrar a analizar el fondo del asunto planteado, el cual radica en la inclusión en la liquidación de las aportaciones al capital social practicada como consecuencia de la baja como socio del demandante de una cantidad a deducir en concepto de inversiones pendientes de pago. No es objeto de discusión, por tanto, la valoración de las aportaciones obligatorias recogida asimismo en la liquidación que se impugna.

En primer lugar es preciso determinar el régimen jurídico aplicable al presente caso o, dicho de otro modo, necesariamente se debe concretar la Ley de Cooperativas de Castilla-La Mancha a la que deberemos remitirnos para dilucidar la cuestión litigiosa que se plantea, bien sea Ley 20/2002, o bien la Ley 11/2010. Esta simple (en apariencia) determinación resulta de tal trascendencia que de ella va a depender que el Laudo se pronuncie en uno u otro sentido, motivo por el cual ni siquiera las partes personadas en el expediente arbitral se ponen de acuerdo en cuál de los dos textos normativos citados es aplicable.


En relación con lo anterior es preciso tener presente dos fechas muy concretas: la de solicitud de baja como socio del demandante (25 de febrero de 2010) y la de la Resolución del Consejo Rector por la que se accede a la misma y se procede a su calificación como justificada (19 de mayo de 2010). Ambas efemérides, tal y como indica la cooperativa en su escrito de conclusiones, determinan los efectos de la baja –pero habría que añadir que todos ellos-, entre los que sin duda se incluyen el régimen jurídico aplicable a la misma y la liquidación de aportaciones que pudiera corresponder. Pues bien, teniendo en cuenta que tanto en uno como en otro acontecimiento la normativa que se encontraba en vigor era la Ley 20/2002, de 14 de noviembre, es precisamente este texto el aplicable al presente caso, mucho más si tenemos en cuenta el tenor literal de su artículo 30.3 cuando establece de forma expresa que la “calificación y determinación de los efectos de la baja será competencia del Consejo Rector, que deberá formalizarla en un plazo máximo de tres meses (…), tal y como ocurre en el supuesto que no ocupa, en el que el propio órgano de administración de la cooperativa califica la referida baja como justificada y enumera las deducciones y descuentos a incluir en la liquidación del capital social del socio, que son los relacionados en el artículo 61 de la propia Ley 20/2002.
SEXTO: En la liquidación que se impugna se ha incluido una cantidad indentificada bajo la denominación de “Deudas y obligaciones pendientes de pago”, que asciende a 25.856,71 €, y que se concreta en las inversiones realizadas por la cooperativa y pendientes de pago que le corresponde al socio de conformidad con la media obtenida según su cosecha y la del resto de socios. 

Y llegados a este punto, y de conformidad con lo previsto en la Ley 20/2002, de 14 de noviembre, debe estimarse la solicitud de arbitraje. Es su artículo 61.2.a) el que enumera las deducciones a practicar en el reembolso de las aportaciones al socio que causa baja, siendo en el presente caso las obligaciones pendientes de pago que el socio tenga con la cooperativa derivadas de su participación en la actividad cooperativizada o por cualquier otro concepto la única deducción que realmente se puede tener en consideración (en la liquidación no se incluye sanción alguna pendiente de pago ni se le imputa cantidad alguna en concepto de pérdidas). Por tanto, si el requisito fundamental e ineludible que debe reunir el importe deducido es que se trate de una deuda pendiente del socio con la cooperativa, no es legalmente posible considerar como tal las inversiones realizadas y pendientes de amortización al tratarse, en puridad, de deudas de la cooperativa contraídas con una entidad financiera, es decir, con un tercero. 
No obstante lo anterior, también hay que reconocer que la situación que se produce con la aplicación de la Ley 20/2002 pudiera resultar injusta, motivo por el cual se incluyó en el artículo 88 de la Ley 11/2010 la posibilidad de considerar como cantidad a descontar en los casos de reembolso de aportaciones la parte proporcional que le corresponda al socio de las deudas vinculadas a inversiones realizadas y que permanezcan pendientes de pago. No obstante, tal y como hemos visto anteriormente, este texto normativo no es de aplicación al presente caso, y sí lo es aquél que no prevé expresamente estas cantidades como susceptibles de deducción.  De cualquier modo, al hilo de lo anterior, resulta perfectamente comprensible que la entidad cooperativa entienda que, en el supuesto de que no se aplique ninguna deducción por las inversiones realizadas, nos podemos encontrar ante la figura del enriquecimiento injusto. No obstante, pese a ser un razonamiento comprensible y hasta lógico, también es cierto que este concepto jurídico debe ser aplicado asimismo –en opinión del árbitro que suscribe – con la debida cautela, ya que si todas las atribuciones patrimoniales tuvieran que ser sometidas a revisión o fiscalización, se estaría generando una evidente inseguridad en el tráfico jurídico, mucho más si tenemos en cuenta que la redacción del artículo 61.2.a) de la Ley 20/2002, al enumerar de forma expresa los conceptos a deducir de la liquidación a practicar, impide la posibilidad de considerar injusta esa variación patrimonial.  
Existe una abundante jurisprudencia que ha ido delimitando los requisitos que deben concurrir a la hora de considerar la existencia de la figura del enriquecimiento injusto, entre los que se encuentra la “ausencia de un precepto legal que excluya la aplicación de dicho principio al caso concreto” (SSTS de 5 de marzo de 1991, 17 de febrero de 1990, 31 de diciembre de 1991, 31 de marzo de 1992, 15 de febrero de 1990 y 31 de julio de 2002, entre otras muchas). Por tanto, si tenemos en cuenta que en el presente caso, tal y como se desprende del tenor literal del artículo 61.2.a) de la Ley 20/2002, existe una disposición legal que autoriza o -mejor dicho- no descarta ese posible “beneficio patrimonial”, no puede aplicarse la referida doctrina del enriquecimiento injusto.  Es este último precepto el que impediría que pudieran considerarse como cantidades a deducir de la liquidación practicada las correspondientes a inversiones pendientes de pago, convirtiéndose en la “justa causa” que imposibilita aplicar al presente caso la doctrina del enriquecimiento injusto.  

Atendiendo a todo lo expuesto, el árbitro designado en este procedimiento, por la autoridad que le confiere el artículo 28 del Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, dicta el siguiente
LAUDO ARBITRAL
Debe estimarse parcialmente la solicitud de arbitraje presentada por D. XXXXX contra la entidad mercantil “XXXXX” y, en consecuencia, procede anular y dejar sin efecto el acuerdo adoptado por la Asamblea General de la entidad “XXXXX” de fecha 16 de junio de 2012, que confirmaba la liquidación de aportaciones del actor con ocasión de su baja confeccionada por el Consejo Rector, en cuanto procede al descuento de la cantidad de 25.856,71 Euros en concepto de deudas y obligaciones pendientes de pago, y se ordena al Consejo Rector que proceda a la confección de una nueva liquidación de aportaciones de conformidad con el tenor literal del artículo 61 de la Ley 20/2002, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, todo ello en un plazo no superior a treinta días contado a partir del siguiente de la recepción del presente Laudo.

El presente Laudo Arbitral será eficaz desde su notificación a las partes contendientes, la cual se llevará a cabo a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, no cabiendo contra él recurso ordinario, pudiéndose interponer los recursos extraordinarios de anulación y revisión previstos en el Título VII de la Ley 60/2003, de Arbitraje. 
En Toledo, a 5 de agosto de 2013
EL ÁRBITRO

FDO.: José Francisco Duchel Rubio
